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:
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:
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CAFESALUD EPS-S  

Providencia

: 
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA
Tema                              : 
I. ACCIÓN DE RECOBRO: Conforme a lo establecido en la Ley 1122 de 2007 y el contenido de la sentencia T-604 de la H. Corte Constitucional,  las acciones de recobro de las Entidades Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado EPS-S, deben adelantarse ante la respectiva entidad territorial, a través de la Secretaría de Salud.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0106 del 24 de Noviembre de 2009

ASUNTO

Procede la Judicatura a resolver la impugnación interpuesta por el apoderado de la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, contra la sentencia proferida el día 30 de octubre de 2.009, por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, dentro del proceso reseñado en la referencia: 

I. LA DEMANDA 

1. Pretensiones:

Ante la aparente vulneración del derecho constitucional a la salud, pretende la accionante que se ordene a la EPS-S CAFESALUD y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, realizar a la mayor brevedad posible la valoración por dermatología que requiere con urgencia, ya que lleva alrededor de quince meses a la espera de que le sea programada la cita con el especialista, además del tratamiento integral necesario para que cese la vulneración de sus derechos.

II. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

1. Accionante:

Se trata del señor Guillermo González Vargas, mayor de edad, vecino del municipio de Dosquebradas Risaralda, identificado con cédula de ciudadanía No. 4.578.326 expedida en Santa Rosa de Cabal.

2. Accionado:


Se trata de CAFESALUD EPS-S, representada por la Directora  Departamental del Régimen Subsidiado Victoria Eugenia Aristizábal Marulanda y de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda representada legalmente por Secretario Seccional de Salud, doctor Javier Darío Marulanda Gómez

III. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela de los derechos fundamentales a la salud.

IV. ANTECEDENTES

1. Hechos Jurídicamente Relevantes:

Manifiesta el accionante que se encuentra afiliado desde hace varios años a al régimen subsidiado de salud, a través de CAFESALUD EPS-S. 

Que según diagnóstico del médico internista Fernando Orozco Aldana, padece de PSORIASIS NO ESPECIFICADA, por lo que necesita con urgencia, VALORACIÓN POR DERMATOLOGÍA, la cual fue solicitada desde el 07-12-2006, y reiterada posteriormente por el Doctor Carlos Arturo Vargas Molina y que lleva quince meses esperando que el Hospital San Jorge programe la cita.

Que según el formato de negación del servicio de CAFESALUD EPS la valoración por dermatología no se encuentra incluida en el POS.

Que requiere con urgencia dicha valoración, para determinar en forma oportuna el tratamiento a seguir ya que tiene el “cuerpo lleno de escamas”

Finalmente manifiesta que acude a la acción de tutela como único mecanismo eficaz para la protección de sus derechos fundamentales, pues se encuentra en mal estado de salud, y se remite a pronunciamientos de la Corte Constitucional para sustentar la procedencia de este medio de protección.

V. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA

Avocado el conocimiento, se informó a cada una de las entidades accionadas, las que allegaron dentro del término concedido respuesta a la acción en los siguientes términos:

SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL:
Manifiesta que no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante, ya que CAFESALUD EPS-S es la encargada de prestar la totalidad de los servicios en salud a sus afiliados, aún los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado POS-S, toda vez que con esta se suscribió contrato de administración del régimen subsidiado; además la Ley autoriza a estas entidades a repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía FOSYGA por los gastos en que incurra con la realización del procedimiento no contemplados en el POS-S.

CAFESALUD EPS-S:

Expresa que el accionante como beneficiario del régimen subsidiado de salud, está facultado para acudir a las instituciones públicas o privadas con las que el Estado tenga contrato para la atención de los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud para el Régimen Subsidiado POS-S lo que de acuerdo con la Ley 715 de 2001 constituye una obligación para las entidades territoriales distritales y municipales, las cuales están autorizadas para financiarlos con los recursos del Sistema General de Participaciones, incluso en el artículo 4° de la Resolución N° 5334 del 26 de diciembre de 2008, expedida por el Ministerio de la Protección Social, se ha previsto que la prestación del servicio en salud, excluído del POS-S, está a cargo de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda. 


De otra parte señala que no se ha vulnerado derecho alguno, toda vez que en busca de la adecuada atención de los servicios en salud del usuario, se ordenó la consulta requerida, el pasado 26 de octubre de 2009, a las 8:00 a.m. en las instalaciones del Hospital Universitario San Jorge de Pereira, por lo tanto no es procedente el amparo de tutela, y menos aún la concesión de un tratamiento integral.

VI. LA PROVIDENCIA IMPUGNADA 


Mediante providencia del 30 de Octubre de 2009 (fls. 35 y s.s.) el funcionario de primera instancia concedió la protección constitucional de manera parcial aduciendo que en este caso se presentó  carencia actual de objeto respecto de la valoración por dermatólogo frente a la amenaza de vulneración de los derechos constitucionales del accionante, toda vez que los hechos fundamento de la acción, fueron superados en el transcurso del proceso, en razón a que la consulta solicitada tuvo lugar el pasado 30 de octubre de 2009,  a las 08:00 de la mañana en el Hospital Universitario San Jorge de Pereira; sin embargo,  como la consulta con dermatólogo, era necesaria para determinar el tratamiento posterior de su patología, se ordenó el tratamiento integral con miras a recuperar su salud, y se autorizó a la EPS CAFESALUD el recobro ante la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, del 50% de los gastos en que llagara a  incurrir con la práctica de algún procedimiento no incluido en el POS-S. 

VII. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN


El apoderado judicial de la accionada Secretaría de Salud Departamental de Risaralda centra su inconformidad considerando que la prestación de los servicios solicitados por la accionante están en su totalidad, a cargo de la EPS-S CAFESALUD incluso los no cubiertos por el Plan Obligatorio de Salud del Régimen Subsidiado POS-S, en cumplimiento de las obligaciones contraídas con sus afiliados, la cual está facultada por la ley para repetir contra el Fondo se solidaridad y garantía FOSYGA para no quebrantar su equilibrio financiero. 

VIII. CONSIDERACIONES

1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Cuándo en cumplimiento a una orden judicial las Entidades Prestadores de Salud del Régimen Subsidiado EPS-S, deben asumir la prestación de un servicio que no se encuentra incluido dentro del POS-S, la acción de recobro la deben ejercer ante la entidad territorial con la cual tengan suscrito el convenio de administración de ese régimen o ante el Fondo de Solidaridad y Garantías –FOSYGA-?

En la sentencia de primer grado se tutelaron parcialmente los derechos fundamentales vulnerados al señor Guillermo González Vargas, por cuanto, sólo se ordenó a CAFESALUD EPS-S que realizara el tratamiento integral ordenado por el médico tratante de la accionante y en caso de no estar contemplado en el POS-S- le otorgó la posibilidad de realizar el recobro del 50% de los gastos en que incurriera ante la Secretaria de Salud Departamental de Risaralda; respecto de la consulta con dermatólogo, como la misma se había llevado a cabo el 26 de octubre de 2009, declaró la ocurrencia de un hecho superado.

La citada decisión fue impugnada por la Secretaría de Salud Departamental, argumentando que la acción de recobro no debe ejercerse ante ella, sino ante el Fondo de Solidaridad y Garantías –FOSYGA-, solicitando que el superior modifique la sentencia en ese sentido.



Conforme con lo anterior, no es objeto de discusión la responsabilidad que recae sobre la EPS CAFESALUD, para brindar la atención médica requerida por el señor Guillermo González Vargas, incluso su tratamiento integral a futuro, por lo que respecto a estos aspectos no habrá ningún pronunciamiento y sólo se analizará lo correspondiente a la posibilidad que tiene CAFESALUD EPS de ejercer la acción de recobro ante la Secretaría de Salud Departamental.

Así las cosas, debemos acudir al contenido de la Ley 1122 de 2007, por medio de la cual se hacen modificaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, en el artículo 14, literal j), establece lo siguiente:

“En aquellos casos de enfermedad de alto costo en los que se soliciten medicamentos no incluidos en el Plan de beneficios del régimen contributivo, las EPS llevarán a consideración del Comité Técnico Científico dichos requerimientos. Si la EPS no estudia oportunamente tales solicitudes ni las tramita ante el respectivo Comité y se obliga a la prestación de los mismos mediante acción de tutela, los costos serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y el FOSYGA. (…)”. (subrayas para resaltar).

La anterior disposición fue declarada exequible condicionalmente por la Corte Constitucional
, al expresar que:

“… los usuarios tanto del régimen contributivo como del subsidiado podrán presentar solicitudes de atención en salud ante las EPS en relación con la prestación de servicios médicos -medicamentos, intervenciones, cirugías, tratamientos, o cualquiera otro-, ordenados por el médico tratante y no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud. En el caso de que las EPS no estudien oportunamente los requerimientos del médico tratante para los usuarios del Régimen Contributivo respecto de servicios excluidos del POS y sean obligados a su prestación mediante acción de tutela, la sanción que impone la disposición demandada a las EPS es que los costos de dicha prestación serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y el Fosyga. En el caso del Régimen Subsidiado ésta disposición deberá entenderse en el sentido de que los costos de la prestación ordenada vía de tutela serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y las entidades territoriales, de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Ley 715 del 2001”. (Subrayado y negrilla para resaltar).

De acuerdo con lo anterior, el artículo 14 literal j) de la Ley 1122 de 2007, no se aplica restringidamente para los afiliados al régimen contributivo, respecto de medicamentos prescritos para el tratamiento de enfermedades de alto costo, sino que a través de la jurisprudencia precedentemente transcrita se amplió su esfera de aplicación para el régimen subsidiado y para toda clase de enfermedades aunque no sean de alto costo y respecto de intervenciones, cirugías, tratamientos y no solamente respecto de medicamentos.
Por lo tanto, dando una interpretación armónica a lo hasta aquí reseñado, y aplicando lo expuesto en la Sentencia C-463 de 2008, son las EPS-S las directamente obligadas a suministrar a sus afiliados las procedimientos, tratamientos o medicamentos que requieran, y cuando éstos no están incluidos dentro del Plan Obligatorio de Salud y el afiliado al régimen se vea en la penosa obligación de acudir a la protección constitucional para obtener el servicio que requiere, son las entidades territoriales, de acuerdo a la obligación impuesta por la Ley 715 de 2001, las responsables de asumir el costo del 50% de los tratamientos excluidos, de donde se colige que las EPS-S solo pueden recobrar el 50% de tales costos, en aplicación del literal j), artículo 14 de la Ley 1122 de 2007, a manera de sanción.

Frente al tema anterior, existe un reciente pronunciamiento jurisprudencial
:

“En esas condiciones toda vez que el  juez de tutela condene a una EPS o EPS-S a suministrar tratamientos, medicamentos, exámenes de diagnóstico o cualquier procedimiento médico no contemplado en el Plan Obligatorio de Salud, sin importar que se trate del  régimen subsidiado o contributivo, se deberá ordenar el recobro del 50% a la institución responsable, ya sea una entidad territorial (secretarías de salud departamental o municipal),  o al FOSYGA, pues el faltante corresponderá asumirlo la entidad promotora de salud.”. (Negrilla nuestra).
Del contenido del pronunciamiento jurisprudencial citado, se colige que las acciones de recobro de las entidades que hacen parte del Régimen Subsidiado, deben adelantarse ante las entidades territoriales respectivas, mientras que las acciones de las entidades que hacen parte del Régimen Contributivo, deben hacerlo ante el FOSYGA.

Por lo visto, acertó el funcionario de primera instancia al declarar que CAFESALUD EPS-S está facultándola para que recobre el 50% de los gastos en que incurra para dar cumplimiento a dicha orden ante la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda y no ante el Fondo de Solidaridad y Garantías -FOSYGA-.

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VII. RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR en todas sus partes la sentencia impugnada.

SEGUNDO: Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE

Secretaria
� Sentencia C-463 de 2008.


� Sentencia T-604 de 2008. M.P. Marco Gerardo Monroy





